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LEY 33/2003, DE 3 DE NOVIEMBRE, DEL PATRIMONIO DE LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS1

(BOE de 4 de noviembre de 2003) 
. 

-TEXTO PARCIAL- 

…… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… ..... 

TÍTULO II 

PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL PATRIMONIO 

…… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… ..... 

 
CAPÍTULO IV 

Del régimen registral 

 
Artículo 36. Obligatoriedad de la inscripción. 

1. Las Administraciones públicas deben inscribir en los correspondientes registros los bienes y 
derechos de su patrimonio, ya sean demaniales o patrimoniales, que sean susceptibles de inscripción, 
así como todos los actos y contratos referidos a ellos que puedan tener acceso a dichos registros. No 
obstante, la inscripción será potestativa para las Administraciones públicas en el caso de 
arrendamientos inscribibles conforme a la legislación hipotecaria.2

2. La inscripción deberá solicitarse por el órgano que haya adquirido el bien o derecho, o que 
haya dictado el acto o intervenido en el contrato que deba constar en el registro o, en su caso, por 
aquel al que corresponda su administración y gestión. 

 

3. En los expedientes que se instruyan para la inscripción de bienes o derechos de titularidad de 
la Administración General del Estado o sus organismos autónomos deberá emitir informe la Abogacía 
del Estado. Si los bienes o derechos corresponden a otras entidades públicas dependientes de la 
Administración General del Estado, deberá emitir informe el órgano al que corresponda su 
asesoramiento jurídico. 

…… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… ..... 

                                                
1 De acuerdo con la disposición final sexta, la presente Ley entró en vigor el día 4 de febrero de 2004. 
2 Sobre la obligatoriedad de la inscripción de los bienes patrimonio de las Administraciones Públicas véanse los artículos 2.6º 

de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946  y el artículo 5 del Reglamento Hipotecario, de 14 de febrero de 1947, en su 
redacción dada por el artículo 1 del Real Decreto 1867/1998, de 4 de septiembre los cuales establecen:  

Artículo 2 de la Ley Hipotecaria. En los Registros expresados en el artículo anterior se inscribirán: (…) 
6º Los títulos de adquisición de los bienes inmuebles y derechos reales que pertenezcan al Estado o a las 
corporaciones civiles o eclesiásticas, con sujeción a lo establecido en las leyes o reglamentos. 
Artículo 5 del Reglamento Hipotecario. Los bienes inmuebles de dominio público también podrán ser objeto de 
inscripción, conforme a su legislación especial. 

Sobre la legislación especial aplicable a la inscripción de los montes públicos de utilidad pública véase el artículo 18.3 de la 
Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes (B. O. E de 22 de noviembre), que establece:  

Artículo 18.3. La Administración titular o gestora inscribirá los montes catalogados, así como cualquier derecho 
sobre ellos, en el Registro de la Propiedad, mediante certificación acompañada por un plano topográfico del 
monte o el levantado para el deslinde, a escala apropiada. En la certificación expedida para dicha inscripción se 
incluirá la referencia catastral del inmueble o inmuebles que constituyan el monte catalogado, de acuerdo con la 
Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmobiliario. (…) 
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CAPÍTULO VI 

De la cooperación en la defensa de los patrimonios públicos 

…… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… ..... 

 
Artículo 64. Facilitación de información. 

La Dirección General del Catastro, los Registros de la Propiedad y los restantes registros o 
archivos públicos deberán facilitar, de forma gratuita, a la Dirección General del Patrimonio del Estado, 
a requerimiento de ésta, la información de que dispongan sobre los bienes o derechos cuya titularidad 
corresponda a la Administración General del Estado o a los organismos públicos vinculados a la misma 
o dependientes de ella, así como todos aquellos datos o informaciones que sean necesarios para la 
adecuada gestión o actualización del Inventario General, o para el ejercicio de las potestades 
enumeradas en el artículo 41 de esta ley. De igual forma, podrán recabar esta información las 
Administraciones públicas y los organismos públicos, a través de sus presidentes o directores, 
respecto de sus bienes. 

…… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… ..... 

 
Disposición adicional décima. Régimen jurídico de la «Sociedad Estatal de Gestión 

Inmobiliaria de Patrimonio, Sociedad Anónima». 

1. La «Sociedad Estatal de Gestión Inmobiliaria de Patrimonio, Sociedad Anónima» (SEGIPSA), 
cuyo capital social deberá ser de titularidad pública, tendrá la consideración de medio propio 
instrumental y servicio técnico de la Administración General del Estado y sus organismos y entidades 
de derecho público para la gestión, administración, explotación, mantenimiento y conservación, 
vigilancia, investigación, inventario, regularización, mejora y optimización, valoración, tasación, 
adquisición y enajenación de los bienes y derechos integrantes o susceptibles de integración en el 
Patrimonio del Estado o en otros patrimonios públicos, así como para la construcción y reforma de 
inmuebles patrimoniales o de uso administrativo. 

2. En virtud de dicho carácter, SEGIPSA estará obligada a realizar los trabajos, servicios, 
estudios, proyectos, asistencias técnicas, obras y cuantas actuaciones le encomiende directamente la 
Administración General del Estado y sus organismos y entidades de derecho público, en la forma 
establecida en la presente disposición. La actuación de SEGIPSA no podrá suponer el ejercicio de 
potestades administrativas. 

3. La encomienda o encargo, que en su otorgamiento y ejecución se regirá exclusivamente por 
lo establecido en esta disposición, establecerá la forma, términos y condiciones de realización de los 
trabajos, que se efectuarán por SEGIPSA con libertad de pactos y sujeción al Derecho privado, se 
podrá prever en dicha encomienda que SEGIPSA actúe en nombre y por cuenta de quien le efectúe el 
encargo que, en todo momento, podrá supervisar la correcta realización del objeto de la encomienda. 

Cuando tenga por objeto la enajenación de bienes, la encomienda determinará la forma de 
adjudicación del contrato, y podrá permitir la adjudicación directa en los casos previstos en esta ley. En 
caso de que su otorgamiento corresponda a un órgano que no sea el Ministro de Hacienda, requerirá 
el previo informe favorable del Director General del Patrimonio del Estado. 

4. El importe a pagar por los trabajos, servicios, estudios, proyectos y demás actuaciones 
realizadas por medio de SEGIPSA se determinará aplicando a las unidades ejecutadas las tarifas que 
hayan sido aprobadas por resolución del Subsecretario de Hacienda, a propuesta de la Dirección 
General de Patrimonio del Estado. 

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los costes reales de realización. La 
compensación que proceda en los casos en los que no exista tarifa se establecerá, asimismo, por 
resolución del Subsecretario de Hacienda. 



Pág. 3 de 3  
 

El pago, que tendrá la consideración de inversión, se efectuará previa certificación de 
conformidad expedida por el órgano que hubiera encomendado los trabajos. 

5. Respecto de las materias señaladas en el apartado 1 de esta disposición adicional, SEGIPSA 
no podrá participar en los procedimientos para la adjudicación de contratos convocados por la 
Administración, organismos o entidades de las que sea medio propio. No obstante, cuando no 
concurra ningún licitador, podrá encargarse a SEGIPSA la actividad objeto de licitación pública. 

6. Los contratos de obras, suministros, consultoría y asistencia y servicios que SEGIPSA deba 
concertar para la ejecución de las actividades que se expresan en el apartado 1 de esta disposición 
adicional, quedarán sujetas a las prescripciones del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
relativas a publicidad, procedimientos de licitación y formas de adjudicación, siempre que la cuantía de 
los contratos iguale o supere las cantidades fijadas en los artículos 135.1, 177.2 y 203.2 de dicha ley. 

El Ministro de Hacienda resolverá las reclamaciones que se formulen contra los actos de 
preparación y adjudicación de estos contratos, adoptará las medidas cautelares que procedan y fijará, 
en su caso, las indemnizaciones pertinentes, y sus resoluciones podrán ser impugnadas ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, de conformidad con el artículo 2, párrafo b), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

7. Lo establecido en los números anteriores será también de aplicación al Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales respecto del Patrimonio Sindical Acumulado y a las Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social. 

8. El Ministro de Hacienda podrá acordar la delimitación de ámbitos de gestión integral referidos 
a bienes y derechos del Patrimonio del Estado para su ejecución a través de SEGIPSA, que podrá 
comprender la realización de cualesquiera actuaciones previstas en esta ley. Estas actuaciones le 
serán encomendadas conforme al procedimiento previsto en los apartados anteriores. 

9. Igualmente SEGIPSA tendrá la consideración de medio propio instrumental y servicio técnico 
para la realización de los trabajos de formación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario que 
corresponden a la Dirección General del Catastro en virtud de la Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del 
Catastro Inmobiliario, cuya encomienda y realización se efectuarán de acuerdo con lo establecido en 
esta disposición. 

10. Para la realización de los trabajos que se le encomienden de acuerdo con la presente 
disposición, SEGIPSA podrá recabar de la Dirección General del Catastro, en los términos previstos en 
el artículo 64 de esta Ley, la información de que disponga en relación con los bienes o derechos objeto 
de las actuaciones que se le hayan encomendado, sin que sea necesario el consentimiento de los 
afectados. 

11. Las resoluciones por las que se aprueben las tarifas, a las que se refiere el apartado 4 
anterior, serán objeto de publicación en el "Boletín Oficial del Estado", cuando las tarifas aprobadas 
resulten aplicables a encomiendas que se puedan ser atribuidas por distintos órganos, organismos o 
entidades del sector público estatal, o cuando por su relevancia así lo estime necesario la autoridad 
que aprueba las tarifas. 

…… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… …… ..... 

 


